Encargo. 2.  DICTÁMEN
Como ya habíamos señalado y adelantado en el dictamen emitido previamente y del que se ha dado cumplida cuenta al Sr. R.G., la Sra. Brugués  ha optado por ejercitar su acción ante los tribunales, al amparo del artículo 1128 del Código Civil, entendiendo que  del contenido del contenido del acta levantada en la sesión de la Junta Rectora del Patronato de la Fundación Privada Martí Armengol, celebrada el día 1 de agosto de 2008, se deriva el establecimiento de un plazo resolutorio para que la pignoración de acciones de la Sra. Brugués a favor de la Fundación quedara sin efecto. 
En la demanda presentada la Sra. Brugués afirma que el ofrecimiento de acciones no se planteó como indefinido, sino que la Fundación se comprometió a liberar las acciones tan pronto como fuera posible, quedando el plazo al libre arbitrio de la Fundación. 
Afirma la Sra. Brugués en la demanda que la Fundación ha vendido una nave industrial de 900 metros cuadrados por un importe de un millón trescientos mil euros, cifra que cubriría con creces la cantidad que la Fundación adeuda a la Agencia Tributaria y que permitiría la liberación de las acciones de su propiedad. 
La urgente necesidad de la Sra. Brugués de liberar las acciones trae origen en un empeoramiento de su situación económica, y del que ha derivado la imposibilidad de hacer frente a un crédito hipotecario correspondiente a un local comercial de su propiedad, con el correspondiente riesgo de ejecución hipotecaria por parte de la entidad financiera. 

La cuestión que se nos plantea en esta ocasión se refiere a la mejor estrategia de defensa frente a la demanda planteada, para lo que debemos analizar cada una de las partes de la misma. 

Alegaciones que se pueden plantear a los fundamentos de hecho: 
Los hechos en los que se fundamenta la demanda de la Sra. Brugués se corresponden, en general, con lo realmente ocurrido. 
La Sra. Rebeca Brugués que  entonces era presidenta de la Fundación, ante la situación de falta de liquidez en la que se encontraba la entidad tras ser abiertas sendas actas de infracción por parte de la Agencia Tributaria, accedió a pignorar su cartera de acciones para obtener un aval  que suspendiera la vía de apremio iniciada. 
El ofrecimiento de acciones fue aceptado, pero, tal y como consta en el acta de la reunión de la Junta del Patronato de  1 de agosto de 2008, la liberación de las acciones, la cancelación de la pignoración, se llevaría a cabo tan pronto como la Fundación obtuviera liquidez suficiente y no como señala la Sra. Brugués: tan pronto como sea posible.  

En acreditación de este extremo podemos recurrir al acta de la reunión, firmada por los asistentes que ya  ha sido aportado por la demandante como documento núm. 1.

Se puede acudir también a la prueba testifical de los presentes en la reunión. 
Como señala la Sra. Brugués, la Fundación ha procedido a vender una nave industrial por la que ha recibido una cantidad de 1.300.000 €. El importe obtenido por la compraventa de este inmueble, situado en la parcela B 9 del Polígono Industrial Els Morunys, en el municipio de Castellbisbal, se ha destinado al pago de las liquidaciones del Impuesto de Sociedades de los ejercicios 2008 y 2009, cuyo montante ascendía a 900.000€, y a saldar diversas deudas salariales contraídas con  los trabajadores de la Fundación, 200.000 €. 

Dado que la Sra. Brugués ya ha aportado como prueba la Copia Simple Registral de la Escritura de Compraventa, podremos proponer nosotros la prueba las liquidaciones del Impuesto de Sociedades de los periodos señalados, así como la copia de los recibos de los salarios por parte de los trabajadores. 

Por último queremos hacer notar que antes de poder contestar al requerimiento formulado por la Sra. Brugués, mediante el envío de Burofax, la misma ha procedido a la presentación de la demanda, siendo imposible entablar negociación alguna al respecto. 
Alegaciones a los fundamentos de derecho procesales:

No procedería la imposición de costas en caso de allanamiento ya que tal y como señala el artículo 395 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ya que no se puede apreciar mala fe en el demandado. 

Alegaciones a los fundamentos de derecho sustantivos: 

Aceptando el hecho de que pignoración de acciones no tenía carácter indefinido, sino que la misma quedaba sujeta  a un  plazo,  debemos proceder a analizar el régimen jurídico de las obligaciones sometidas a plazo recogido en los artículos 1125 y siguientes del Código Civil: 

Debemos empezar señalando que el artículo 1125. 1 del Código Civil señala que las obligaciones para cuyo cumplimiento se haya señalado un día cierto sólo serán exigibles cuando ese día llegue. 

Se entiende que un día es cierto cuando necesariamente ha de llegar aunque se ignore cuando. 

Este mismo artículo establece que si la incertidumbre se refiere a si el día ha de llegar o no la obligación será considerada condicional, y se regirá por las normas pertinentes. 

Son obligaciones a plazo tanto aquellas obligaciones en las que se señala un día cierto como en las que se señala un día que ha de llegar aunque no se sepa cuándo.  

Existe por tanto dos tipos de plazos, ciertos, e inciertos. 
En este caso nos encontramos ante un plazo tácito, ya que no se recoge de forma expresa, y además incierto, ya que se hace referencia bien a la liquidez de la Fundación bien a la resolución del proceso de impugnación de las liquidaciones del impuesto de sociedad objeto de controversia con la Agencia Tributaria.  

El artículo 1128 del Código Civil establece que si la obligación no señalara un plazo pero de su naturaleza y circunstancias se dedujere que ha querido concederse al deudor, los Tribunales fijarán la duración de aquel. También fijarán los tribunales la duración del plazo cuando éste haya quedado a voluntad del deudor. 

1.- En este punto la Sra. Brugués afirma que el plazo que se deriva del contenido del acta, es un plazo a voluntad del deudor. 
La línea de defensa que debemos utilizar es afirmar que no es así, se trata de una obligación con un plazo incierto pero que depende de un hecho objetivo: la liquidez de la fundación. Estaríamos ante un plazo “cum potueris”, un plazo indeterminado pero determinable de forma objetiva. 

En nuestra opinión el plazo ha quedado perfectamente delimitado: que mejore la liquidez de la fundación, luego no sería aplicable el régimen jurídico del artículo 1128.2 del Código Civil que remite a los tribunales el señalamiento de la duración del mismo. 

Incluso en el supuesto de que efectivamente se entienda que se trata de un plazo dejado a voluntad del deudor, “cum volueris”, como hemos dicho, el apartado 2 del artículo 1128 del Código Civil establece que serán los tribunales los que fijen la duración del mismo. Debemos decir a este respecto que de la lectura del suplico de la demanda presentada no se deriva la solicitud  al Tribunal de fijación del plazo.  

2.- Por otra parte, si bien es cierto que se puede afirmar la vocación temporal de la garantía, no indefinida, vinculado su existencia a la extinción de la deuda con la Agencia Tributaria o a la mejora de la situación económica, no es cierto que la fundación esté en condiciones de ofrecer al banco otra garantía con sus propios recursos. 
Tras la venta de la nave, y con los ingresos derivados de la misma, la Fundación ha procedido a hacer frente a las deudas más perentorias (deudas salariales y derivadas de nuestras obligaciones tributarias…) para que fuese posible continuar con su actividad. 

3.- En cuanto a la alusión a lo dispuesto en el artículo 7 del Código Civil relativo a la exigencia de buena fe y la prohibición de abuso de derecho hay que señalar que bajo ningún concepto se puede acusar a la fundación de faltar a la buena fe, ya que, como la propia Sra. Brugués reconoce desde el inicio se ofreció a pagar los gastos de constitución y mantenimiento del aval y continúa con su clara intención de sanear la situación económica para poder de esta manera liberar las acciones de la Sra. Brugués. 

La mala fe debe ser probada, no pudiendo presumirse. En este supuesto no hay indicio alguno de que la Fundación actúa de forma contraria a la buena fe contractual, ya que se está conduciendo de forma que sea posible su subsistencia para dar cumplimiento a las obligaciones contraídas. 

En ningún caso ha habido mala fe por parte de los gestores de la Fundación, habiendo procedido de la forma más adecuada para el cumplimiento de sus obligaciones garantizando su supervivencia y el cumplimiento de sus fines. 

En cuanto al suplico planteado en la demanda: 
Por último hay que señalar que del suplico de la demanda presentada por la Sra. Brugués se deriva que los pedimentos se refieren a que se condene a la Fundación a ofrecer al Banco V, en término inferior a un mes, la constitución de un depósito en efectivo por el valor que ostenten las acciones pignoradas y con idéntica finalidad. A que se proceda a la constitución efectiva de dicho depósito, una vez en Banco acepte, o bien alternativamente a que se proceda a comunicar la renuncia y disolución del aval dejando sin efecto la pignoración. 
Como sabemos, el juez está vinculado a los pedimentos presentados por la parte demandante, luego no podrá resolver sobre la existencia  o no de un plazo, o si al mismo es aplicable lo previsto en el artículo 1128 ya que no es esto lo que se solicita por el demandante. 

Los pedimentos contenidos se refieren a la solicitud de sustitución o cancelación del aval, aspectos estos que no puede pedir la Sra. Brugües ya que no es parte en ese negocio jurídico.  

Debemos dar respuesta también a la pregunta de si la eventual situación de falta de liquidez de la demandante puede tener relevancia jurídica en este supuesto, a lo que hay que contestar que quizá en el trámite de audiencia previa del juicio declarativo ordinario, y dados los factores que confluyen en el caso, podría llevarse a cabo una negociación (mediación o arbitraje) para tratar de evitar el proceso, con los gastos y la confrontación entre las partes que implica. 
